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DICTAMEN (CONSULTA 5/20) DE 3 DE DICIEMBRE DE 2020  

 

I. CONSULTA 

Quería preguntar sobre la participación de los jueces en comentarios de resoluciones 

judiciales en medios de comunicación.  

Los jueces tenemos libertad de expresión y una formación especializada y técnico 

jurídica que puede ser valiosa para ejercer la pedagogía y divulgación sobre la actividad 

procesal y judicial.  

Pero en ocasiones parece buscarse por los medios de comunicación la opinión contraria 

a la resolución judicial más que la explicación de la misma. De esta manera, parece 

quererse desvirtuar una resolución judicial que puede no interesar políticamente en 

cierto signo a través de la crítica a dicha resolución por un colega magistrado.  

Además, en dichas participaciones o programas, resulta imposible la realización de un 

dictamen jurídico, crítica técnica o comentario de sentencia basado únicamente en 

aspectos técnico-jurídicos o jurisprudenciales.  

¿Cómo ha de desenvolverse en esas lides un juez de manera que ejerza una labor 

pedagógica y divulgativa sin verse utilizado por fines espurios y sin interferir en la 

independencia judicial de compañeros a la vista de que, además, no ha conocido del 

procedimiento o de manera que no perjudique la reputación judicial y la confianza de la 

ciudadanía en la Justicia? 

Es más, la siguiente pregunta sería, ¿debe participar un juez en dichos debates o en 

medios de comunicación como “comentarista o tertuliano judicial” cuando desconoce 

los principios de portavocía, no ha recibido formación al respecto y su opinión no 

representa nada más que a él mismo? 

 

II. OBJETO DE LA CONSULTA 

 

1. La consulta versa sobre eventuales limitaciones o auto-restricciones en la libertad de 

expresión de los jueces derivadas de los principios de ética judicial. En concreto, se 
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pregunta sobre comentarios en medios de comunicación social referidos a resoluciones 

o actuaciones judiciales. La misma consulta subraya que en principio es una actividad 

que puede estar al servicio de la transparencia, y la divulgación y pedagogía sobre el 

papel social de la Administración de Justicia; aunque constata el  peligro, mayor o menor 

dependiendo del formato del medio, por la imposibilidad en muchos casos de aquilatar 

o matizar o analizar en profundidad la cuestión, de deslizarse hacia aseveraciones 

demasiado simples que puedan incidir en el sentimiento de independencia de otros 

jueces o magistrados; o generar una imagen negativa de la Justicia, erosionando la 

confianza social en ella.   

2. Entran en juego varios principios éticos que deben ser combinados para analizar los 

aspectos concernidos por la consulta, de contenido poliédrico, lo que empuja a matizar 

y distinguir en tanto se cruzan factores de signo diverso que parecen apuntar en 

direcciones contrapuestas. 

El principio (31), situado en sede de Integridad (III), es el más íntimamente vinculado 

con la cuestión planteada: El juez y la jueza, como ciudadanos, tienen derecho a la 

libertad de expresión que ejercerán con prudencia y moderación con el fin de preservar 

su independencia y apariencia de imparcialidad y mantener la confianza social en el 

sistema judicial y en los órganos jurisdiccionales. 

Esa premisa general ha de ser completada con otras piezas tomadas de los principios 

que alumbran la situación desde diferentes ángulos introduciendo alguna otra pauta o 

incidiendo en iguales consecuencias, aunque reforzadas con nuevas perspectivas. De 

una parte, el principio de independencia (I) reclama de los miembros de la Judicatura 

un compromiso activo para promover en la sociedad una actitud de respeto y confianza 

en el Poder Judicial (3); y les impone el deber de mantener la apariencia de 

imparcialidad (17), lo que obliga a una especial prudencia a la hora de desarrollar la 

libertad que tienen para aportar sus reflexiones y opiniones ante medios de 

comunicación social o en declaraciones públicas (19). Esa prudencia que llama a cierta 

contención puede y debe conciliarse con la función -que pueden asumir y es plausible- 

de pedagogía social mediante la explicación de la ley y los principios procesales (20).  

Por fin, no puede olvidarse la actitud proactiva en favor de la trasparencia que se plasma 

en el principio 35: “El juez y la jueza deben asumir una actitud positiva hacia la 

transparencia como modo de funcionamiento normal de la Administración de Justicia, 
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para lo cual podrán contar con las instancias de comunicación institucionales a su 

disposición”.   

 

III. ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN 

 

3. La proyección de los principios enunciados a las actuaciones objeto de consulta -

comentarios sobre asuntos judiciales en medios de comunicación- invita a una 

declaración muy genérica que, a la vez, puede ser acompañada de ciertas pautas 

orientadoras. Dada la pluralidad y variedad de circunstancias imaginables, no es posible 

proclamar criterios fijos o taxativos, más allá de algunos pocos que sí se antojan de 

meridiana claridad. En último término, tendrá que ser cada uno, quien, 

responsablemente, no sin antes sopesar todos los factores concernidos, decida en cada 

caso acceder o no a hacer llegar a la opinión pública esa información y opiniones, 

estableciendo los límites de lo que rebasa la prudencia y moderación en el ejercicio de 

la libertad de expresión, recomendaciones éstas que, con unas u otras palabras, 

aparecen en todos los códigos de ética judicial; así como, aunque en un nivel diferente 

del plano ético en el que ahora nos movemos, en la jurisprudencia tanto nacional como 

supranacional. 

La regla general es que nada se opone a emitir esas opiniones, aclaraciones o 

comentarios sobre actuaciones judiciales, dentro de esas deseables prudencia y 

moderación. No contradice ningún principio ético: más aún, se podría considerar que 

esa presencia en medios de comunicación públicos viene alentada por elogiables 

compromisos con la transparencia y la divulgación en la opinión pública de una cultura 

de respeto a la Justicia y confianza en ella, haciendo la debida pedagogía de lo que 

representa la función jurisdiccional en un Estado de Derecho y la reglas que rigen su 

funcionamiento. 

Pero al tiempo se enfatiza -es un lugar común- que prudencia y moderación impondrán 

autocontención, cuidando de no erosionar otros valores como son la independencia o la 

confianza en la justicia. La valoración final corresponde a cada uno modulando su 

discurso (o eludiendo opinar) para ajustarse a las exigencias de esos principios 

(dictamen de 23 de octubre de 2019, que dio respuesta a la consulta 17/2019). La 

Comisión piensa que puede ofrecer algunas orientaciones más específicas que ayuden 

en esa tarea personal de discernimiento. 
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4. Se revela indispensable en un primer acercamiento discriminar entre asuntos 

judiciales propios del que opina/comenta/informa y actuaciones o resoluciones dictadas 

por otros órganos jurisdiccionales. En el primer caso resulta de todo punto 

desaconsejable emitir valoraciones, opiniones o comentarios, más allá de los que se 

extraigan de las propias decisiones jurisdiccionales. Al margen de la prohibición legal 

de desvelar datos reservados -lo que se da por supuesto que está vedado y no debe 

hacerse nunca por imperativos no solo éticos sino también legales-, el riesgo de 

comprometer la propia imparcialidad (o la apariencia de imparcialidad) es muy alto. No 

debe asumirse. Con independencia de que ello pudiese constituir o no motivo de 

recusación, lo que es cuestión a valorar estrictamente desde parámetros legales y 

jurisprudenciales (que no faltan, también a nivel supranacional, y que son tan 

casuísticos como reveladores), en el plano puramente ético es más que recomendable 

evitar la emisión de cualquier juicio, valoración o comentario dirigidos a la opinión pública 

sobre las propias resoluciones o asuntos que estén en trámite en el órgano que se sirve. 

La deseable transparencia -que en esos casos debe concretarse en información 

aséptica- debe canalizarse a través de los medios institucionales de relación con los 

medios de comunicación -gabinetes- (Dictamen de 23 de octubre de 2019 que analizaba 

la Consulta 17/19).  

5. Se acentúa todavía más la improcedencia de presentarse ante la opinión pública a 

explicar o justificar las propias decisiones o actos judiciales, cuando esa salida surge 

como reacción a críticas públicas, por injustas, carentes de base o desenfocadas que 

se reputen estas. Ante esas situaciones el Juez ha de buscar preservar su 

independencia y sosiego a través del instrumento previsto en al art. 14 LOPJ (usado 

con la debida moderación en los casos en que se den sus presupuestos y no como mera 

forma de repeler esas críticas, criticas frente a las que en principio debe mostrar 

tolerancia); y no polemizando o entrando en una dialéctica perversa con otros actores 

sociales que en principio cuentan con legitimidad para discrepar de decisiones judiciales 

en el debate público. 

6. Lo afirmado en el parágrafo 4 (como principio, nunca opinar o informar sobre asuntos 

propios) admite alguna matización respecto de casos que ya estén definitivamente 

juzgados y que hayan perdido actualidad: es muy diferente el escenario cuando lo que 

se pretende es realizar una crónica recreando actuaciones judiciales desarrolladas en 

el pasado, buscando como fuentes a los protagonistas, para recordar un asunto judicial 
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que ya forma parte de la historia reciente; ha dejado de ser presente para convertirse 

en pasado. Han surgido en los últimos años formatos de naturaleza más bien 

documental que discurren por esa senda. El juicio ético en ese caso varía notablemente 

en tanto quedan minimizados, si no anulados, los peligros de incidir en aspectos de la 

imparcialidad o la integridad; y puede resultar más fácil de enfatizar la vertiente de 

pedagogía social (vid. Dictamen de 23 de octubre de 2019, consulta 15/2019). De 

cualquier forma, no puede renunciarse a plantearse personalmente con seriedad y rigor 

los términos en que debe acotarse esa eventual intervención a la luz de los principios 

que se han enunciado con carácter general. Una cosa es la crónica documentada y otra 

el intento de convertir en espectáculo un asunto judicial, incidiendo en los aspectos más 

morbosos o buscando cierto sensacionalismo o voyeurismo. 

7. En otro orden de cosas, los límites serán mínimos (los derivados del necesario 

respeto a las distintas opiniones y la prudencia y seriedad intelectuales) cuando se trata 

de debates en un ámbito estrictamente académico o profesional, desarrollados con un 

contenido exclusivamente técnico-jurídico (punto 3 del dictamen de 8 de abril de 2019, 

que daba respuesta a la consulta 6/2019). La crítica respetuosa a resoluciones de 

diferentes órganos, basada en argumentos jurídicos, enriquece el debate en esos 

ámbitos (Dictamen de 10 de febrero de 2019, consulta 21/2019). Aunque ni siquiera ahí 

puede tener cabida la descalificación gratuita, el tono ofensivo o el juicio desabrido, que 

desdicen de la ejemplaridad inherente a la función judicial. 

8. En el mundo de los medios de comunicación de masas y redes sociales -al que parece 

dirigir su mirada el consultante- y tratándose de comentarios atinentes a actuaciones o 

resoluciones emanadas de otros órganos judiciales sobre los que se recaba una opinión 

o reflexión, no hay axiomas absolutos, aunque también se pueden brindar algunas 

orientaciones. La idea general se enunciaría con dos aseveraciones complementarias. 

Máxima amplitud para lo que es pura pedagogía, información o divulgación de las reglas 

procesales y las exigencias de los derechos fundamentales o normas jurídicas: explicar 

qué recursos caben, cuáles son los pasos procesales, cómo se deliberan los asuntos, 

qué soluciones pueden adoptarse (i). Y máxima restricción en lo que son opiniones o 

juicios críticos (laudatorios o desfavorables) (ii). Aclarar, explicar, traducir, divulgar, sí; 

pero no censurar, desautorizar, o entrar en polémica con la decisión judicial. Menos aún, 

insinuar qué debiera hacerse o qué no debería haberse hecho según la propia opinión, 

que, no se olvide, está ofreciendo quien ha sido llamado a darla precisamente por ser 
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juez. Ha de pertenecer a lo más identitario del juez su resistencia a emitir juicios u 

opiniones públicas al margen del proceso y las reglas procesales. Su oficio, la dignidad 

de su función, le predispone a no juzgar sin ver las pruebas, escuchar y sopesar las 

alegaciones de todas las partes y conocer con todo detalle el desenvolvimiento del 

proceso.  

9. En el ámbito de la simple ilustración de lo que es el marco legal y procesal, el juez o 

magistrado puede ayudar en la tarea de informar a la opinión pública. Pero cuando nos 

adentramos en opiniones o valoraciones se invierten los términos: contención marcada 

por la prudencia y moderación. Esta dicotomía invita, de una parte, a que el Juez, antes 

de aceptar la invitación a participar en un programa, una tertulia, o una entrevista, 

pondere el carácter del medio, el marco y contexto en el que se van a encuadrar sus 

opiniones. Hay programas y medios y formatos que legítimamente tratan de fomentar la 

polémica, el debate incluso agrio, o enfatizan la dimensión coyuntural política de cada 

asunto; y otros en los que predomina la búsqueda de la valoración técnico-jurídica sin 

querer contraponerla a otras u otorgarle sesgo político. Hay medios más polarizados 

que tratarán por la lógica del mercado periodístico de empujar a posicionamientos del 

juez que en un asunto sometido a controversia procesal un juez debe evitar. 

Elementales normas de prudencia obligan a valorar esos elementos: en ciertos 

contextos, más proclives al sensacionalismo o a la polémica, resulta tarea ardua evitar 

el encasillamiento, la interpretación deformada, o la etiquetación “política” de unos 

comentarios, por mucho empeño que se invierta en escapar de esas simplonas claves 

interpretativas; o deviene sencillamente ficticio e irrealizable el propósito, 

bienintencionado pero ingenuo, de no entrar en debate con otros opinadores. Será muy 

fácil llegar a la polémica y manchar la imagen de neutralidad que debe lanzar el Poder 

Judicial. 

10. La cultura jurisdiccional que ha de permear a todo magistrado le lleva a huir de 

exteriorizar públicamente opiniones sobre asuntos enjuiciados por otros compañeros, 

cuando no ha leído y estudiado la resolución judicial y, además, no ha presenciado ni 

las pruebas ni las razones invocadas y expuestas por las partes. Los juicios precipitados 

que vayan más allá de un genérico respeto por la resolución judicial dictada y la 

confianza inicial de la que ha de partirse, redundarán en el desprestigio social de la 

justicia. Las resoluciones judiciales son susceptibles de crítica: por juristas, por 

periodistas, por políticos, por ciudadanos, por comentaristas… Pero no son otros jueces 
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o magistrados los llamados en principio a esa sana y legítima labor, en tanto que en un 

juez o magistrado puede parecer frivolidad o ligereza emitir su veredicto propio sin el 

filtro del proceso. Con facilidad puede transmitirse a la opinión pública la idea de una 

justicia que actúa con ligereza, que no es unívoca; o que los jueces deciden 

caprichosamente: en ese contexto, al no permitirse análisis profundos, puede dar la 

sensación de que se pretende suplantar la respuesta dada por el órgano judicial, por la 

propia estimación. El deber de lealtad a la institución -Poder Judicial y Administración 

de Justicia- que plasma en uno de los principios éticos (3) se vería afectado. 

11. Resultaría además intolerable desde el punto de vista de los principios de ética 

judicial llegar a exponer públicamente -expresa o implícitamente- qué decisiones serán 

las procedentes o cómo debiera resolverse un asunto que está pendiente en otro órgano 

judicial, aunque se haga sin ánimo de influir. Podría convertirse en una intromisión no 

aceptable desde ningún prisma.  

12. Especialmente dañinas para la confianza en la justicia podrían ser aquellas 

intervenciones que alimentan la percepción, tan lamentablemente arraigada en la 

opinión pública o medios periodísticos, de tendencias políticas en jueces y magistrados 

que repercutirían de forma determinante en sus decisiones jurisdiccionales: abonar esa 

visión supondría faltar al compromiso activo con la promoción en la sociedad de una 

actitud de respeto y confianza en el poder judicial. 

 

IV. CONCLUSIÓN 

 

A la vista de lo expuesto, emitimos la siguiente opinión:  

 

i) Los jueces, como cualquier ciudadano, gozan de la libertad de expresión, y como tales 

pueden intervenir en los medios de comunicación. 

ii) Cuando se requiere su opinión o algún comentario sobre asuntos judiciales no pueden 

olvidar que si interesa es precisamente por su condición profesional. Eso les impone un 

deber de autocontención, prudencia y moderación para no faltar a la lealtad debida al 

Poder al que sirven, ni afectar a las exigencias derivadas de los principios de 

independencia, integridad e imparcialidad. 

iii) Resultan desaconsejables, como regla general que podría admitir alguna excepción 

muy singular (mundo académico, procesos que ya son historia), comentarios u 
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opiniones sobre asuntos propios: es muy alto el riesgo de afectar a la imparcialidad. La 

transparencia, que también constituye una exigencia ética, podrá quedar colmada 

mediante la difusión a través de los mecanismos institucionales (gabinetes de prensa). 

El juez no debe entrar en polémica frente a eventuales críticas recibidas.  

iv) Los comentarios sobre actuaciones o decisiones de otros órganos judiciales son 

admisibles cuando ayudan a explicar, divulgar o contextualizar tales actuaciones, 

informando sobre las reglas procesales o las exigencias de un Estado de Derecho y el 

funcionamiento de la Administración de Justicia: informar es contribuir a una legítima y 

elogiable labor pedagógica alentada por la ética.  

v) La crítica centrada en la censura y la desautorización del juez o tribunal que dictó la 

resolución puede contravenir los principios de ética que aluden al respeto a los poderes 

del Estado y a la imagen que debe proyectarse para fortalecer la confianza de los 

ciudadanos en la Administración de Justicia y la propia dignidad de la misma. 

vi) En principio debe evitarse proponer soluciones o exponer criterios propios formados 

fuera del escenario rigurosamente procesal en que está llamado a decidir un juez, en 

tanto pueden confundir a la opinión pública sobre la función jurisdiccional o mermar su 

prestigio social generando una impresión de arbitrariedad o de que la decisión 

jurisdiccional en último término puede ser caprichosa por obedecer a las particulares 

concepciones del Juez. 

vii) Un Juez no debe tratar de orientar, ni tácita ni expresamente, ni de forma deliberada 

o inconsciente, ni dar la apariencia de que trata de orientar, las decisiones que deben 

adoptar otros órganos judiciales.  


